
Cuarta conferencia 

DIFAMACION 

He escogido hablar sobre la ley de Difamación no porque esté 
orgulloso de ella -todo lo contrario-- sino porque es original e in­
teresante. 

En mi conferencia anterior mencioné que las Cortes Reales 
no otorgaron resarcimiento por difamación hasta el siglo XVI -lo 
habían dejado a las cortes eclesiásticas- pero después de esa fecha 
lo otorgaron con vengtnza. 

La difamación es un ataque a la reputación de una persona y 
lo primero que debemos explicar es qué es, según la ley inglesa, 
una afirmación difamatoria (defamatory statement). A través de 
los años ha habido dos definiciones judiciales principales. La pri­
mera es que una afirmación difamatoria es aquella que expone a 
una persona "al odio, al ridículo o al desprecio". Personalmente 
creo que es la mejor definición. Sin embargo, en años recientes ge­
neralmente se ha aceptado más otra definición que pregunta: "¿La 
afirmación tiende a disminuir al demandante en la estimación de 
los miembros correctos de la sociedad en general?". Opino que, se· 
gún esta definición, es difícil saber qué piensan los miembros "co­
rrectos" de la sociedad. Pero sin duda el jurado, después de recibir 
la indicación del juez en este sentido, sustituye a la persona "co­
rrecta" y supongo que la definición sirve a un propósito útil. Sí, 
he mencionado al jurado. En una conferencia anterior expliqué 
que en las acciones civiles -al contrario que en los procesos pena­
les- en la actualidad rara vez se utiliza un jurado, pero la difama­
ción es la excepción. En las acciones por difamación los deman­
dantes siempre optan por un juicio con jurado. Es fácil de expli­
car: tiene que ver con los "medios" de comunicación, por ejemplo 
los periódicos que hacen dinero al atacar la reputación de las per­
sonas. Los jurados saben esto, saben que los periódicos usualmente 
tienen fondos ilimitados y tienden a otorgar a los demandantes 
exitosos sumas muy elevadas como compensación. La división del 
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trabajo entre el juez y el jurado consiste en que el juez decide si la 
afirmación en cuestión es carwz de ser difamatoria y el jurado deci­
de, según su propia opinión, si es difamatoria. Hacen esto aplican­
do a los hechos del caso una de las pruebas que he mencionado y 
que el juez les habrá explicado. Hablando en general, la afirma­
ción en cuestión debe ser un ataque a la reputación. Esto significa 
que en la mayoría de los casos debe atribuir al demandante algo 
moralmente malo, como deshonestidad, pero esto no necesaria­
mente debe ser así. De modo que se ha sostenido que es difamato­
rio que una mujer afirme que ha sido violada ex hypothesis la vio­
lación no era culpa suya pero la afirmación puede hacer surgir sen­
timientos de desprecio. Lo mismo sucede con imputaciones de in­
solvencia o de insania; ninguna de las dos es necesariamente culpa 
del demandante. Así, en un caso los acusados publicaron una his­
toria supuestamente escrita por el demandante, un escritor bien 
conocido. En realidad la había escrito un tal Gubbins, asistente de 
un bodeguero. Era una historia muy mal escrita y la gente podría 
muy fácilmente llegar a la conclusión de que la capacidad del es­
critor se había deteriorado. El juez instruyó aljurado en el sentido 
de que si llegaban a la conclusión de que cualquiera que leyera la 
historia podría pensar que el demandante se había vuelto un mero 
escritorzuelo común podrían tratar la conducta del acusado como 
difamatoria y otorgar daños por libelo. 

Sí, "libelo" ("libel"). Una de las imperfecciones de nuestra 
ley de difamación es que debido a razones históricas que sería te­
dioso trazar, la difamación se divide en dos categorías separadas: 
Por un lado "libelo'' ("libel") y por el otro "calumnia" ("slander"). 
El libelo es un ataque a la reputación hecho de forma pennanente, 
típicamente por escrito o mediante una efigie difamatoria. Sin em­
bargo, debido a su tendencia a difundirse ampliamente, la legisla­
ción moderna también considera como libelo a las afirmaciones di­
famatorias verbales transmitidas por radio o televisión así como las 
afirmaciones hechas en el curso de actuaciones teatrales. La calum­
nia es un ataque a la reputación hecho en forma pasajera. típica­
mente, por palabra hablada. La diferencia importante entre libelo 
y calumnia es que el primero es sujeto de acción "per se", en sí 
misma, sin prueba de un daño real a los intereses del demandante, 
mientras que en general, la calumnia es sujeto de acción solo cuan­
do el demandante puede probar que ha sufrido una pérdida real, 
por ejemplo pérdida de dinero, como consecuencia de la afirma-

404 



ción. Esto es un legado ilógico de la historia. Y el asunto se torna 
más ilógico cuando les digo que hay cuatro clases de calumnia, ar­
bitrariamente escogidas, que -como el libelo- son sujetas de ac­
ción "per se". Primero: calumnias que imputan una ofensa crimi­
nal que puede ser castigada con la muerte o encarcelamiento, pero 
excluyendo las ofensas que puedan ser castigadas con multa sola­
mente. Obsérvese la falta de lógica del asunto. Segundo: calumnias 
que imputan una enfermedad contagiosa que tienda a excluir de la 
sociedad a quien la sufre. Las enfermedades venéreas son un caso 
típico. Tercero: calumnias que imputen la falta de castidad en una 
mujer. Cuarto: calumnias calculadas para desacreditar al deman­
dante en cualquier oficio, profesión o negocio. Por ejemplo cuan­
do se dice de un abogado que es un mal abogado. Esta es un área 
poco elegante de la ley e innecesariamente compleja. 

Ahora pensemos un poco más en el significado de una afirma­
ción "difamatoria". Cuando uno reflexiona, no existe una afirma­
ción que en todas las circunstancias sea difamatoria, ni tampoco 
una que en todas las circunstancias no lo sea. Por ejemplo, supon­
gamos que B dice que A es una "serpiente". Esto parecería ser ne­
cesariamente difamatorio, pero las circunstancias pueden mostrar 
que no lo es. Por ejemplo, puede significar, y tener la intención de 
significar, que A es miembro de un equipo de fútbol que se llama 
"Las serpientes". A la inversa, decir que "Pedro es un santo" no 
parece a primera vista sino un elogio. Pero las circunstancias pue­
den señalar lo contrario. La afirmación puede dar a entender, y 
tener la intención de hacerlo así, que Pedro es miembro de una 
banda criminal que se llama a sí misma "Los santos". Debido a es­
ta incertidumbre básica sobre el significado de las palabras, tene­
mos un artificio técnico llamado "insinuación" ("innuendo"). Si 
uno alega una insinuación, uno establece la afirmación y luego ex­
plica los hechos y circunstancias (que deben ser probados en el jui­
cio) que convierten lo inocente a primera vista en una afirmación 
difamatoria. El caso más famoso de insinuación fue el de Tolley v. 
Fry ( 1931 ). Tolley era un golfista aficionado muy famoso en la dé­
cada de 1920. Ahora voy a dar a mi brillante traductora un proble­
ma: será realmente una prueba si puede resolverlo: Los acusados 
en el caso eran una famosa firma de fabricantes de chocolate, los 
señores J .S. Fry. Ellos publicaron un anuncio que mostraba aTo­
lley golpeando una pelota de golf mientras un paquete de chocola­
te Fry salía de su bolsillo. Junto a Tolley aparecía un "caddie'' 
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que comparaba la excelencia del chocolate Fry con d tiro de To­
lky. con las siguientes palabras: 

''El 'caddie~ dijo a Tolky: '0, sefíor. buen tiro, sefíor: vea vo­
lar a la bola! ¡Dios mío. si vuela! 
Como la magia de Fry. 

Están a la mano. son buenos y los precios son bajos, sefíor". 

Tolley no había sido consultado sobre este anuncio y, por su­
puesto. no le habían pagado por él. En una acción por libelo se 
sostuvo que estos hechos apoyaban la insinuación de que Tolley 
había ¡Jrostituido su categoría de aficionado por motivos publicita­
rios y que, por lo tanto, el anuncio era difamatorio para un hom­
bre en su posición. Pienso que ahora, a juzgar por el comportamien­
to de los deportistas aficionados, las cosas hubieran sido diferen­
tes. Ahora los deportistas siempre se están haciendo publicidad. 

Vuelvo ahora a un asunto que mencioné en una conferencia 
anterior, es decir, el fundamento de la responsabilidad por libelo. 
Es básicamente ''estricta" como bajo la regla del caso Rvlands F. 

Fletcher. Básicamente no hay necesidad de establecer que el acusa­
do <Jctuó intencionalmente o hasta descuidadamente. El inglés ha­
bla o escribe bajo el riesgo de la ky de difamación. El caso típico 
para ilustrarlo. demasiado bueno para perdérselo, es el caso de 
/lutton ~·.iones (1910). El corresponsal í.m París del periódico de 
los acusados escribió un artículo satírico. En él describía las carre­
ras de automóviles de Dieppe. en Francia. adonde los turistas ingle­
ses viajaban constantemente en esa época. El artículo decía lo si­
guiente: "¡Chitón! ¡Allí está Artemus Jones con una mujer que 
no es su esposa. que debe ser -usted sabe- la otra cosa", murmu­
ra una bella vecina mía ... Aquí en la atmósfera de Dieppe ... Jo­
nes es el alma de un alegre grupito que ronda el casino". Después 
se describía a Jones como un funcionario laico de una parroquia 
en Peckham entonces un suburbio muy respetable de Londres. El 
personaje era totalmente imaginario y lo habían puesto como ejem­
del atrevimiento de los ingleses respetables cuando salían de vaca­
ciones al exterior. Sin que lo supiera el autor o Jos acusados. había 
en realidad un abogado con el nombre muy extra fío de "Arte mus 
Jones" cuyos amigos atestiguaron que habían creído que el artícu­
lo se refería a él. Su acción por libelo tuvo éxito. aunque el autor) 
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los acusados no estaban en falta. El derecho del ingl0s a su reputa­
ción fue así reivindicado. 

Durante mucho tiempo se pensó, como debería haber sido, 
que esta decisión no era satisfactoria y aunque básicamente la res­
ponsabilidad por difamación todavía es estricta, los hechos del ca­
so Jvnes ahora traerían a colación las provisiones de una Ley del 
Parlamento, la Ley de Difamación de 1952. Una difamación así se­
ría descrita ahora como "involuntaria" y en un caso semejante el 
editor del libelo podría hacer un "ofrecimiento de reparación", es 
decir, podría ofrecer publicar una rectificación de las palabras mo­
tivo de la demanda así como un pedido de disculpas que se consi­
dere suficiente. Si el demandante acepta la oferta, no puede enta­
blarse acción contra el editor. Si el demandante no acepta la ofer­
ta y la acción prosigue, se vuelve ahora una defensa de la demanda 
si el editor puede probar que la afirmación fue publicada "inocen­
temente", es decir, que no tuvo la intención de publicarla y que no 
conocía de circunstancias por las cuales podría entenderse que se 
referían al demandante. 

Para ser sujeto de acción, una afirmación difamatoria debe ser 
"publicada". Esta es una palabra técnica. Cuando la gente habla 
noJ,"malmente de "publicación" quieren decir hacer que algo sea 
del conocimiento del público en general, como la publicación de 
un periódico. Para los fines de la difamación "publicación" signifi­
ca hacer que la afirmación sea conocida por alguien más que el de­
mandante, aun cuando sea a su esposa o esposo; esto es suficiente. 
Sin embargo, en la ley civil de difamación -al contrario que en la 
ley penal- la publicación de la difamación al demandante mismo 
no es suficiente. Si él es la única persona que sabe de la afirmación. 
su reputación no ha sido dañada. 

Ahora, en cuanto a la repetición de las afirmaciones difama­
torias: no solamente el autor sino cualquier otra persona que pu­
blica una afirmación difamatoria es, en general, estrictamente res­
ponsable por ella. Así, no solamente el autor de un libro difamato­
rio es responsable por él sino también el impresor y el editor y, en 
realidad, los dos últimos son en la práctica los acusados más impor­
tantes porque ellos, más que el autor, tienen el dinero para pagar­
lo. Pero hay una excepción práctica a esta regla de que cualquierú 
que publica contenidos difamatorios es responsable. Existe una de-
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fensa llamada la "divulgación inocente" que protege a los vendedo­
res de libros y a los bibliotecarios. Ellos no son responsables si pue­
den probar que no sabían que estaban haciendo circular conteni­
dos difamatorios y que razonablemente no se podía esperar que lo 
supieran. Esto significa que estas personas deben tener el cuidado 
que exigen las circunstancias para no divulgar contenidos difama­
torios, pero si han sido descuidados al hacerlo, serán considerados 
responsables. 

Para ser sujeto de acción, es necesario que la afirmación moti­
vo de la demanda pueda ser entendida como referida al demandan­
te y debe ser entendida así por la gente para quien se hace la publi­
cación, aunque no es preciso que necesariamente haya algo en la 
afirmación que señale directamente al demandante si puede inferir­
se razonablemente un referencia semejante. Así, si B dice que A es 
ilegítimo, por inferencia directa la madre de A será difamada. Una 
cuestión que a veces produce preocupaciones es lo que llamamos la 
difamación a una "clase". ¿Hasta qué punto puede una afirmación 
hecha sobre un gru¡JO de personas ser sujeto de acción -sí puede 
serlo? La respuesta es que, en general, no puede ser sujeto de ac­
ción. Si digo "Todos los abogados son unos pillos", todos los abo­
gados no pueden enjuiciarme, pero, si hay algo más en mi afirma­
ción que señale a un abogado determinado, entonces él puede en­
juiciarme. Por otra parte, si el grupo o "clase" es muy pequei'io, 
entonces los individuos tendrán motivo para demandar. De mane­
ra que si digo "Los abogados de Villachica son pillos". Si Villachi­
ca es un lugar diminuto donde solo hay dos abogados, Smith y 
Brown, entonces ellos dos pueden enjuiciarme. Así, el que puedan· 
presentarse demandas es una cuestión de grado, que depende del 
tamaño del grupo. 

Consideremos ahora las defensas disponibles para quien sea 
enjuiciado por difamación. La primera es la que llamamos "jus­
tificación" (''Justification"). Es la defensa que afirma que la 
afirmación hecha es VC'rdad. En la ley penal de difamación esto no 
es una defensa, pero sí lo es en una acción civiL La diferencia se 
explica por el hecho que la difamación es pena/mente punible por­
que es algo calculado para producir cólera en la persona difamada, 
lo que podría conducir a peleas o desorden "civil, de allí que el he­
cho de que la afirmación sea verdadera agrava más que mitiga, pues­
to que está calculada para aumentar más que disminuir la cólera de 
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la persona difamada. Por otro lado, cuando se trata de una acción 
ch•il la verdad de la afirmación hace desaparecer la causa de la de­
nuncia del demandante -no se puede reclamar por la pérdida de 
una reputación a la cual no se tiene derecho. En consecuencia la 
"verdad" es una defensa. En la práctica es una defensa peligrosa 
porque, por un lado, frecuentemente es difícil probar que algo es 
sustancialmente cierto; por otro, si se trata de usar esta defensa y 
fracasa, el hecho de que así sea puede aumentar la cantidad recu­
perable por dafíos. 

Las siguientes dos defensas que deseo tratar son muy impor­
tantes y se apoyan en un principio común. El principio es que por 
encima del derecho del individuo a su reputación está el interés ge­
neral por la libertad de expresión. En cuanto sea posible, la gente 
debe ser libre de ventilar sus puntos de vista. Constitucionalmente 
estimamos que esta es una consideración fundamental. 

La primera de estas defensas se conoce como la defensa del 
"comentario legítimo" ("Fair Commcnt"). Está basada en que la 
gente debe tener libertad de comentar cualquier asunto de interés 
público. Así el acusado puede defenderse estableciendo que la afir­
mación objetada fue un comentario leg(timo sobre un asunto de 
interés público hecho de buena fe. El comentario debe ser '"legíti­
mo". Esto no quiere decir que deba ser tal que el juez o el jurado 
piensen que sea razonable, sino solamente que sea la expresión de 
una opinión u opiniones honradamente sostenidas por el acusado. 
Como dijo recientemente un juez: "La base de nuestra vida públi­
ca es que el chiflado, el entusiasta, pueden decir lo que honrada­
mente piensan tanto como el hombre razonable o la mujer que se 
sienta en el jurado, y será un día aciago para la libertad de expre­
sión en este país si el jurado aplicara la prueba de si está de acuer­
do con el comentario en lugar de aplicar la verdadera prueba: ¿por 
más exagerada, obstinada o ¡>rejuciada que sea esta opinión, jiw 
honradamente sustentada ¡>or el autor? De tal manera que si, como 
crítico, usted honradamente piensa que un libro es malo, por más 
irracional que sea su creencia, la ley lo alienta a expresar sus opi­
niones y no es preciso temer la ley de libelo. Sin embargo, lo si­
guiente que debemos anotar es que un comentario no puede ser le­
gítimo si está distorsionado por la "malicia" (inquina o mala vo­
luntad). Esta es una de las situaciones comparativamente escasa,s 
en las cuales la "malicia" en el sentido de un motivo ilícito puede 
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L·onvertirla en un ''tort'' que. sin malicia. no hubiera existido. Pero 
nútese el papel que desempeiia: no es la presencia de la inquina lo 
que hace desaparecer la defensa. sino la distorsión del comentario 
pues es perfectamente posible guardar hacia alguien todos los ren­
cores del mundo y sin embargo tener la mente justa para apreciar 
su trabajo. Esto salió a relucir en el caso Tlwmas v. Bradbury, Ag­
IICW & Com¡Jall)' ( 1906 ). Los acusados eran los editores de nuestra 
famosa revista humorística "Punch '". Se comprobó que una perso­
na había reseiiado una biografía escrita por el demandante para 
"Punch". Esa persona encabezó la reseña con el título "Restos 
mutilados" y echó difamaciones sobre la habilidad literaria del de­
mandante. Se probó que tenía rencor contra el demandante. Ob­
sérvese que si el crítico honradamente hubiera creído que la bio­
grafía era mala. el "comentario legítimo" lo hubiera protegido a 
pl..'sar de cualquier comentario suyo sobre el trabajo del demandan­
te. Pero la corte sostuvo que el jurado tenía derecho a considerar 
si la inquina del crítico podría haberlo motivado. y si hubiera sido 
así, si esto habría distorsionado la reseña. El caso fue que el jurado 
encontró que sí había sido así y por lo tanto los acusados eran res­
ponsables. En consecuencia. para que la defensa tenga éxito el co­
mentario debe ser "legítimo" y debe creerse en él honradamente, 
y no debe ser distorsionado por la malicia. Pero la esencia del asun­
to está en el hecho que el comentario debe tratar un asunto de in­
terés ¡ni blico. La defensa no puede tener éxito si el comentario tra­
ta sobre los asuntos privados de alguien. Pero el derecho a comen­
tar sobre asuntos ¡níblicos es algo que debe mantenerse con firme­
ta. Sin embargo, de ninguna manera es fácil trazar el límite entre 
lo "público" y lo "privado". Cualquier cosa hecha pública, como 
una novela, una pieza de teatro o aun un libro de leyes está sujeta 
a comentario. Si usted escribe un libro, usted enfrenta a los críti­
cos -Y no siempre son favorables. Lo mismo sucede con las pala­
bras y las acciones de las personas, como los miembros del Parla­
mento. Ellos están expuestos a la luz pública; ellos se exponen y 
por lo tanto deben aceptar las consecuencias. En realidad, en el ca­
so de figuras públicas importantes hasta es permisible comentar 
sobre sus asuntos personales. siempre y cuando, por supuesto, se 
haga con legitimidad. 

La siguiente defensa que deseo tratar es la defensa de Privile­
Kio (Privilege ). Esta tiene su raíz, como el "comentario legítimo". 
en la necesidad de que la ley aliente la libertad de expresión en si-
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tuacioncs en las cuales el interés público por la lilk'rtad d~ exprL'­
sión pesa más que clLkrecho del individuo a su reputación. Ha) 
dos clases de Privilegio. Por un lado el privilegio ··Absoluto" ("Ah­
solute") y por el otro el privilegio "Calificado" ( "Qualified"). 

Cuando el privilegio es "absoluto" el que habla o escribe tie­
ne derecho ilimitado para dar su opinión. tanto. que no puede h<J­
ber demanda de difamación en su contra. por más falsa qm· sea su 
afirmación y aunque esté distorsionada por la "malicia" en L'l s~n­
tido de inquina o mala voluntad. Hay cuatro <Íreas en las que pre­
valece el privilegio absoluto. La prim~ra, según lo estipulado por 
uno de nuestros pocos documentos constitucionales fundamenta­
les, el "Bill of Rights" (Declaración de Derechos) de 1688. se refie­
re a cualquier cosa dicha o hecha en los discursos y debates de am­
bas cámaras dd Parlamento. Es una forma de privilegio interesan­
te. Fue declarada con firmeza por primera wz en el si)!lo XVI. 
cuando era un derecho que adquirió el Parlaml'nto frente a una 
monarqu(a que era casi absoluta. Sin embargo, este privilegio se )!C­

neralizó a través del "Bill of Rights" que significó el triunfo final 
del Parlamento frente a la Corona. Y ahora es un derecho que el 
Parlamento hace valer frente al público en general. No hay duda 
que debe darse todo el estímulo a la libertad de debate en la legis­
latura y que los miembros del Parlamento deben ser libres de decir 
lo que piensan sobre cualquier cosa sin distinción y sin el temor de 
acciones por difamación. Sin embargo, personalmente me pregun­
to si las afirmaciones maliciosas sobre personas deben estar prote­
gidas así. Me parece que la inmunidad va innecesariamente lejos. 
Pero allí está y desde 1840 el mismo privilegio ha sido extendido 
a los informes sobre trámites parlamentarios hechos por orden del 
Parlamento. La segunda área de privilegio absoluto nació rcci0n en 
1967 cuando se estableció el cargo de Comisionado Parlamentario 
para la Administración (Parliamentary Commissioner for Adminis­
tration). Este funcionario es responsable de investigar, a pedido de 
los miembros del Parlamento, las quejas de "mala administración" 
por parte de las ramas del Ejecutivo, como los departamentos gu­
bernamentales. El tiene el poder de traer a la atención del Parla­
mento cualquier caso en el que considere que un departamento del 
gobierno ha sido prejuiciado, negligente, inepto o deshonesto en su 
trato con el ciudadano. Las comunicaciones entre miembros del 
Parlamento y el Comisionado y entre el Comisionado y' el Parla­
mento están absolutamente privilegiadas. En tercer lugar, el privi-

~11 



legio absoluto protege las comunicaciones entre los ministros del 
gobierno y la reina y entre los ministros de más alto rango entre 
sí; también, entre los miembros de más alto rango de las fuerzas 
armadas. En conclusión, los centros del poder se protegen. Todo lo 
dicho en el curso de un juicio por el juez, los abogados, los testi­
gos o los litigantes tienen privilegio absoluto. Y lo mismo se aplica 
a los tribunales, como los tribunales militares. Más aún, lo mismo 
puede aplicarse a las comunicaciones entre el abogado y el cliente 
en asuntos por los cuales el cliente ha contratado el servicio del 
abogado, aunque puede ser que estas comunicaciones tengan privi­
legio calificado. 

Por lo tanto, el privilegio "absoluto" existe en algunos tipos 
reconocidos de situación. El privilegio "calificado" es diferente; es 
de aplicación general. La diferencia esencial entre el privilegio cali­
ficado y el absoluto es que mientras este último no es afectado por 
la presencia de la "malicia" (mala voluntad), el primero sí lo es. 
Esta forma de privilegio deja de ser otorgada cuando se comprueba 
la existencia de la malicia. La política que subyace en el otorga­
miento del privilegio calificado es que se considera correcto que las 
personas que están tratando asuntos de interés mutuo deben ser li­
bres de decir lo que piensan sin temor de una acción por difama­
ción. El caso típico es la persona que da una referencia sobre otra 
a pedido de un posible empleador. Por lo tanto, si quien da la refe­
rencia escribe algo difamatorio sobre el posible empleado, está pro-
tegido, salvo que lo que escriba esté motivado por la inquina o ma­
la voluntad. Si esto sucede, cesa la protección. Generalmente se di­
ce que la base de este privilegio es que "surge una ocasión privile­
giada cuando la persona que hace la comunicación tiene un interés 
o un deber legal, social o moral para hacerla a la persona a quien se 
dirige, y ésta tiene un deber correspondiente de recibirla. Esta reci­
procidad es esencial". Esto evidentemente incluye una situación 
como la del caso Stuart v. Be/1 (1891 ). En este caso, el famoso ex­
plorador americano del Africa, Stanley, estaba hospedado con el 
alcalde de Newcastle, una ciudad importante. El alcalde recibió in­
formación que tendía a sugerir (contrariamente a la verdad) que 
Stuart (el "valet" de Stanley) era ladrón. El alcalde pasó esta infor­
mación a Stanley. La decisión fue que el alcalde no era culpable 
aunque la afirmación de que el hombre era ladrón era difamatoria. 
La ocasión llamaba al privilegio calificado puesto que el alcalde es­
taba más preocupado por los intereses de Stanley que rencoroso. 
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Sin embargo, es difícil establecer el límite de los intereses y debe­
res recíprocos, especialmente cuando debe determinarse si existe 
un deber moral. Daré dos ejemplos: el primero es el caso Coxhead 
v. Richards (1846). El demandante era el capitán de un barco. El 
maestre del barco escribió a Richards, su amigo, que Coxhead esta­
ba poniendo en peligro la seguridad de la nave por su embriaguez. 
Richards pensó que debía transmitir esta información (que era fal­
sa) al duefio de la nave. ¿Actuaba Richards por un deber moral o 
estaba interfiriendo como un entrometido? Una corte de apelacio­
nes estaba dividida en partes iguales sobre esta cuestión. Bien po­
drían estarlo, pero yo diría que Richards tetu'a un deber moral. El 
segundo caso, Watt v Longsdon ( 1930) da una indicación más cla­
ra. En este caso el demandante y el acusado eran miembros de la 
misma compafiía. Otro miembro de la empresa escribió al acusado 
haciendo afirmaciones escandalosas sobre la conducta y la moral 
del demandante. Sin buscar confirmación, el acusado mostró la 
carta al presidente de la compafi ía y a la esposa del demandante. 
La corte sostuvo que en ausencia de "malicia" la publicación al 
presidente de la compai1 ía estaba protegida por privilegio porque 
"había un deber del acusado de comunicarla al presidente. y un in­
terés de éste de recibirla". Pero la publicación a la esposa no tenía 
protección: aunque ella estaba interesada en el comportamiento 
de su marido, el acusado no tenía ningún deber legal, social o mo­
ral de pasarle a ella los comentarios no comprobados. Hay una lí­
nea fina entre este caso y el de Coxlicad 1'. Ric/zards. Sin embargo, 
debe tenerse en cuenta que J;_¡ corte insinuó que la publicación a la 
esposa podría haber estado protegida si el acus;_¡do hubiera sido un 
pariente cercano de ella. Si hubiera sido así, podría haberse pensa­
do que el acusado tenía un deber moral de informarle. 

En los casos que se refieren a transacciones de negocios, el 
privilegio calificado con frecuencia se ex tiende más allá de la~ par­
tes inmediatas y también cubre lo que se llaman publicaciones "in­
cidentales" ("incidental'; publications). Así. si un hombre de nego­
cios dicta a su secretaria una carta difamatoria para enviarla a la 
oficina de otro en donde es abierta y leída por la secretaria de éste, 
la publicación a las dos secretarias así como al destinatario final es­
tá protegida, siempre y cuando --por supuesto~ no haya malicia. 
En el siglo XIX esto no era así, pero hoy el personal de una oficina 
es parte esencial de cualquier negocio y está por esto identificado 
con sus empleadores. 
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Finalmcntl'. debo ag:re~ar algo respecto de la posición de los 
"medios" de con1unkación. Se acepta como axiomático que tal 
como la expresión tk los "comentarios legítimos", es de interés 
público que Sl' prok_ia d derecho a difundir información. Hemos 
visto. por ejemplo. que las publicaciones hechas por orden del Par­
lamento tit>lll'n pri\ ikgios "ahwluto" Pero también se extiende el 
privilegio .. calij/clJ(/o" a cualquier informe sobre las sesiones en el 
Parlamento y en las cortl's y los trihunak~ públicos, pero esos in­
forml's dd1cn s,·r justos y l'Xactos. l\hís"~iún. por ley, un gran nú­
nwru de proc,·dimkntos que son de interés público están sujetos 
:1 privilegio calificado si se informa sobre ellos en periódicos. ra­
dio o tdevisión. Y. quizü müs importante L'S que, por ley. las infor­
maciones por e~tos nu.:Jios de procesos judiciales públicos, llaman 
al privikgio ·ahsolu to · siempre que sean justos y exactos. Es di­
fícil ver por qu~ la "malicia'' no debía destruir este privilegio, pe­
ro fue confirmado por la Ley de Di fa maciún ( Defamation Act) re­
cién en 195~. Parece que se piens<J qlll' el derecho del público a ser 
informado importa mas que el hecho de que los "medios" son los 
principales buscapkitos. Sin embargo. como he anotado previamen­
lL'. ~~ pesar de su protección especial en este c<.~mpo, los periódicos 
y los otros "medios" aparecen en abundancia en acciones por difa­
ma..:iún y los jurados tienden a mostrarles poca misericordia. 

414 


	image0403
	image0404
	image0405
	image0406
	image0407
	image0408
	image0409
	image0410
	image0411
	image0412
	image0413
	image0414

